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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2024. 

El 13 de junio de 2024, compareció ante este Tribunal de 

Apelaciones, el señor Frankie Colón Virella (en adelante, señor Colón 

Virella), la señora Mailyn A. Yau Santiago (en adelante, señora Yau 

Santiago) y la Sociedad Legal de Gananciales compuesta por ambos 

(en conjunto, parte apelante), mediante Apelación. Por medio de 

esta, la parte apelante nos solicita que, revisemos la Sentencia 

Sumaria Enmendada emitida el 20 de marzo de 2024, y notificada el 

21 de marzo de 2024, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Caguas. En virtud del aludido dictamen, el foro a quo 

declaró Ha Lugar la Solicitud de Sentencia Sumaria presentada por 

Firstbank Puerto Rico (en adelante, Firstbank o parte apelada), y 

declaró No Ha Lugar la reconvención.  

Por los fundamentos que adelante se esbozan, se confirma el 

dictamen apelado.  
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I 

Los hechos que promovieron la controversia de epígrafe se 

remontan a una Demanda sobre ejecución de hipoteca y cobro de 

dinero, instada por Firstbank en contra de la parte apelante. De las 

alegaciones de la Demanda surge que, el 14 de enero de 2010, el 

señor Colón Virella y la señora Yau Santiago suscribieron un pagaré 

por la suma principal de $375,000.00, a favor de Firstbank, o a su 

orden, con intereses al 5 ¾% anual, pactado además el pago de una 

suma igual al 10% de la obligación principal ($37,500.00) para 

costas, gastos y honorarios de abogado en caso de reclamación 

judicial, más una suma equivalente al 5% de cualquier pago que se 

encuentre en mora por más de quince (15) días desde la fecha de su 

vencimiento. La parte apelada sostuvo que, con el propósito de 

garantizar el pagaré antes descrito, el 14 de enero de 2010, la parte 

apelante constituyó ante notario público una hipoteca voluntaria 

sobre la propiedad que se describe a continuación:  

URBANA: Parcela de terreno identificada como solar 

número ocho (8) de la Urbanización Terra Ciudad 
Jardín de Gurabo, Puerto Rico, radicada en el Barrio 

Hato Nuevo del municipio de Gurabo, Puerto Rico, 
con una cabida de setecientos ochenta y seis metros 
cuadrados con mil seiscientos setenta y siete 

diezmilésimas de metros cuadrados (786.1677mc). 
En lindes: por el NORTE, en una distancia de cuatro 

punto novecientos veinticuatro metros (4.924 m), 
con el solar número siete (7) y en distancia de 
veintidós punto ciento sesenta y cinco metros 

(22.165 m) y uno punto doscientos cincuenta metros 
(1.250 m), con la Calle Sol de Lago (Calle 2); por el 
SUR, en distancia de veinticuatro punto quinientos 

ochenta y cinco metros (24.585 m), con el solar 
número dieciocho (18) y en distancia de seis punto 

setecientos cincuenta y seis metros (6.756 m), con el 
solar número diecisiete (17); por el ESTE, en 
distancia de veinticinco punto seiscientos treinta y 

tres metros (25.633 m), con el solar número nueve 
(9); por el OESTE, en distancia de cuarenta punto 
quinientos cincuenta y siete metros (40.557 m), con 

área de facilidades vecinales Ciudad Jardín Gurabo 
Resort and Country Club y área del Lago. 

  

Firstbank aseguró que, por medio del Contrato de Hipoteca 

las partes pactaron expresamente que, la falta de pago de una o más 
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mensualidades de la hipoteca, le daría el derecho al tenedor del 

Pagaré a considerar la deuda vencida en su totalidad y a proceder 

con su cobro mediante la vía judicial. De igual forma, la parte 

apelada alegó que, la parte apelante había incumplido con los 

términos del pagaré y de la hipoteca que lo garantiza, al dejar de 

pagar las mensualidades vencidas correspondientes a los días 

primero del mes de julio de 2020, hasta la fecha de presentación de 

la demanda, cada una por la suma mensual de $2,208.67, a pesar 

de alegados requerimientos de pago por parte de Firstbank.  

Consecuentemente, sostuvo que conforme a lo anterior, declaró la 

totalidad de la deuda vencida y exigible. A tales efectos, le solicitó al 

foro primario que dictara sentencia a su favor.  

En respuesta, la parte apelante presentó la Contestaci[ó]n a 

Demanda y Reconvenci[ó]n. En esencia, alegó que, la parte apelada 

era quien había incumplido con sus obligaciones.  Sostuvo que, el 

señor Colón Virella iba a ser trasladado por su patrono, AMGEN, a 

otra de sus oficinas en los Estados Unidos, y que, como parte de ese 

traslado, AMGEN se había comprometido a saldar la aludida 

hipoteca.  Arguyó que, AMGEN le había solicitado a la parte apelante 

la documentación requerida para llevar a cabo la transacción y 

liberar la propiedad del gravamen, pero que, no obstante, Firstbank 

se había negado a cooperar con tal procedimiento. Argumentó que, 

debido a lo anterior, AMGEN decidió desistir de saldar la hipoteca y 

que, por ello, la parte apelante tuvo que mantenerse pagando dicha 

hipoteca.  A su vez, presentó una reconvención, donde expuso que 

ante el incumplimiento de Firstbank se vio obligada a pagar la 

hipoteca en la cantidad de $132,520.20, y que ello le había 

ocasionado angustias mentales por la suma de $100,000.00.  

Arguyó que, las alegadas acciones de la parte apelada constituyeron 

un incumplimiento de contrato conforme al Código Civil.  

Finalmente, le solicitó al foro de primera instancia que declarara Ha 
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Lugar la reconvención y en consecuencia, condenara a Firstbank a 

pagar la suma de $232,520.20 por concepto de daños emocionales 

y pérdidas económicas sufridas por la parte apelante.  

Así las cosas, el 19 de octubre de 2023, Firstbank presentó la 

Solicitud de Sentencia Sumaria. Propuso diecisiete (17) hechos que, 

a su juicio, no se encontraban en controversia. Argumentó que 

procedía que el Tribunal de Primera Instancia dictara sentencia 

sumaria a su favor, en la medida en que no existían hechos en 

controversia y había demostrado mediante prueba fehaciente que: 

1) la parte apelante había suscrito el pagaré objeto del litigio; 2) la 

parte apelante otorgó hipoteca voluntaria con el propósito de 

garantizar la obligación evidenciada por el pagaré; 3) la parte 

apelante era la titular registral de la propiedad objeto de ejecución; 

4) la parte apelante había incumplido con las mensualidades 

correspondientes al 1 de julio de 2020, hasta el momento de la 

presentación de la moción de sentencia sumaria; 5) por motivo del 

incumplimiento, la parte apelada aceleró la deuda y exigió el pago 

total de lo adeudado conforme a la cláusula de aceleración del 

pagaré y del contrato de hipoteca; 6) Firstbank había demostrado 

ser tenedor del pagaré hipotecario, y 7) las sumas reclamadas eran 

líquidas, vencidas y exigibles.  De igual manera, solicitó que se 

declarara No Ha Lugar la reconvención presentada por la parte 

apelante. Por lo anterior, solicitó al foro a quo que declarara Ha 

Lugar la Solicitud de Sentencia Sumaria, y consecuentemente, 

ordenara el cobro de dinero y la ejecución de la hipoteca con el fin 

de satisfacer a la parte apelada la suma principal de $358,525.02, 

más intereses.  

La parte apelante presentó la Oposición a Solicitud de 

Sentencia Sumaria. Mediante su oposición, aseguró que existían 

ciertos hechos que se encontraban en controversia y esbozó hechos 

adicionales que entendía que no se encontraban en controversia. 
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Arguyó que, procedía que se declarara No Ha Lugar la Solicitud de 

Sentencia Sumaria.  De igual manera, alegó la existencia de dolo en 

la contratación.  Aseguró que, las actuaciones de Firstbank 

constituyeron dolo en la contratación, ya que, de no haber sido por 

estas, la parte apelante no hubiese adquirido la propiedad a un 

precio alto.  Añadió que, el contrato de hipoteca desde su inicio 

adolecía de un vicio en el consentimiento que lo anulaba.  

Por su parte, Firstbank presentó la Réplica a “Oposición a 

Solicitud de Sentencia Sumaria”.  La parte apelada sostuvo que, la 

oposición presentada por la parte apelante estaba basada en 

alegaciones contra terceros que no formaban parte de las 

controversias del caso de epígrafe y que tampoco habían sido traídas 

al pleito.  Añadió que, la parte apelante realizó planteamientos que 

no habían sido traídos como defensas y ni como alegaciones en la 

reconvención y que, por ello, el foro primario se encontraba 

impedido de considerarlos.  

Finalmente, el foro de primera instancia emitió la Sentencia 

Sumaria Enmendada cuya revisión nos ocupa.  En esta, emitió las 

siguientes determinaciones de hechos no controvertidos:  

1. El día 14 de enero de 2010, por valor recibido, 

Frankie Col[ó]n Virella y Mailyn Abbady Yau 
Santiago, suscribieron un PAGARÉ por la suma 
principal de $375,000.00, a favor de Firstbank 

Puerto Rico, o a su orden, con intereses al 5 3/4% 
anual, pactando el pago de una suma de 10% de la 
obligación principal ($37,500.00) para costas, 

gastos y honorarios de abogado en caso de 
reclamación judicial, más una suma equivalente al 

5% de cualquier pago que esté en mora por más de 
quince (15) días desde la fecha de su vencimiento. 
El referido instrumento negociable es evidenciado 

por affidavit #22,302 ante el Notario Público Jorge 
García Soto. 
  

2. Para garantizar el pago del anterior Pagaré, tanto 
en cuanto a su principal, como en cuanto a sus 
intereses, los cargos por concepto de mora, la suma 

estipulada para costas, gastos y honorarios de 
abogado y las sumas adicionales necesarias para 
cubrir intereses, además de los garantizados por 

Ley, así como aquellos anticipos que pueda haber 
hecho la demandante, ambas iguales al 10% del 
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principal de la obligación, la parte demandada, 
constituyó hipoteca voluntaria sobre la siguiente 

propiedad, según consta de la escritura número 
10, otorgada en San Juan, Puerto Rico, el día 14 de 

enero de 2010, ante el Notario Público Jorge García 
Soto.  
 

3. La Propiedad, motivo de ejecución, se describe a 

continuación según consta descrita en el referido 
Registro de la Propiedad: 
 
URBANA: Parcela de terreno identificada como 
solar número ocho (8) de la Urbanización Terra 
Ciudad Jardín de Gurabo, Puerto Rico, radicada en 

el Barrio Hato Nuevo del municipio de Gurabo, 
Puerto Rico, con una cabida de setecientos ochenta 

y seis metros cuadrados con mil seiscientos setenta 
y siete diezmilésimas de metros cuadrados 
(786.1677mc). En lindes: por el NORTE, en una 

distancia de cuatro punto novecientos veinticuatro 
metros (4.924 m), con el solar número siete (7) y en 
distancia de veintidós punto ciento sesenta y cinco 

metros (22.165 m) y uno punto doscientos 
cincuenta metros (1.250 m), con la Calle Sol de 

Lago (Calle 2); por el SUR, en distancia de 
veinticuatro punto quinientos ochenta y cinco 
metros (24.585 m), con el solar número dieciocho 

(18) y en distancia de seis punto setecientos 
cincuenta y seis metros (6.756 m), con el solar 
número diecisiete (17); por el ESTE, en distancia de 

veinticinco punto seiscientos treinta y tres metros 
(25.633 m), con solar número nueve (9); por el 

OESTE, en distancia de cuarenta punto quinientos 
cincuenta y siete metros (40.557 m), con área de 
facilidades vecinales Ciudad Jardín Gurabo Resort 

and Country Club y área del Lago.  
 

Consta inscrita al folio 189 del tomo 492 de 
Gurabo, finca número #19,127, Registro de la 
Propiedad de Puerto Rico, Sección II de Caguas.  

 
4. La hipoteca consta inscrita al folio 189 del tomo 

492 de Gurabo, finca #19,127, inscripción 2da. 
  

5. Según el Registro de la Propiedad, la parte 
demandada es dueña de la propiedad hipotecada, 

quienes lo adquirieron mediante la escritura 
número 9, otorgada en San Juan, Puerto Rico, el 
día 14 de enero de 2010, ante el notario Jorge 

García Soto, la cual consta inscrita al folio 189 del 
tomo 492 de Gurabo, finca número [19,127], 

inscripción 1ra. (Anejo 3, supra). 
  

6. En el referido Contrato de Hipoteca, se convino 
expresamente que la falta de pago de una o más 

mensualidades de la referida hipoteca, daría 
derecho a que el tenedor del pagaré considere 
vencida en su totalidad la deuda y proceda a su 

cobro por la vía judicial. 
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7. La parte demandante es tenedora, por valor 
recibido y de buena fe, del Pagaré con garantía 

hipotecaria objeto de la presente reclamación. Por 
ende, la parte Demandante es la entidad con 

derecho a exigir el cumplimiento de la obligación 
evidenciada por el instrumento negociable 
reclamado en el pagaré. 

 

8. La parte demandada se mudó de la propiedad 
objeto de litigio y fuera del territorio de Puerto Rico 

el 14 de agosto de 2015. 
 

9. Que el patrono de la parte demandada optó por no 

realizar la compraventa o el pago de la hipoteca en 
cuestión.  

 

10. Mediante carta fechada el 5 de abril de 2021, 
Firstbank Puerto Rico reconoció cierta petición de 

mitigación enviada por la parte demandada el 1 de 
abril de 2021, y solicitó documentos adicionales. 

 

11. Mediante carta fechada el 26 de abril de 2021, 
Firstbank Puerto Rico informó que la petición de 
mitigación fue completada en su totalidad.  

 

12. Mediante carta del 30 de abril de 2021, Firstbank 

Puerto Rico informa el resultado de la evaluación 
de mitigación y que la parte demandada no aceptó 
la alternativa de modificación, al no firmar la 

aprobación de esta. 
 

13. Según los términos del contrato de hipoteca, la 

parte demandante, como tenedora del crédito 
hipotecario, podía declarar la totalidad de la deuda 
vencida, si se dejaba de satisfacer algún plazo 

dentro del término convenido, como efectivamente 
sucedió en este caso.  

 

14. En el caso de autos no aplica la Ley 184-2012, 
según enmendada, sobre mediación compulsoria 

toda vez que la propiedad objeto de litigio no 
constituye la vivienda principal de la parte 
demandada.  

 

Conforme a lo anterior, declaró Ha Lugar la Solicitud de 

Sentencia Sumaria y No Ha Lugar la reconvención. 

Consecuentemente, le ordenó a la parte apelante satisfacer a 

Firstbank la suma principal de $358,525.02, más intereses a razón 

del 5.75% anual, desde el 1 de junio de 2020, hasta la fecha de la 

sentencia, y total y pago completo de la deuda, más una suma 

equivalente al 10% de la obligación principal del original del pagaré 
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($37,500.00), como partida de costas, gastos y honorarios de 

abogados.  

En desacuerdo, la parte apelante presentó Moción Solicitando 

Reconsideración.  En respuesta, Firstbank presentó la Oposición a 

Moción Solicitando Reconsideración. El foro a quo mediante Orden 

emitida el 10 de mayo de 2024, declaró No Ha Lugar la Moción 

Solicitando Reconsideración.  

Aun inconforme con lo resuelto, la parte apelante acudió ante 

este foro revisor mediante recurso de apelación y esgrimió el 

siguiente señalamiento de error: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

emitir una Sentencia Sumaria y al no considerar que el 
First Bank, por medios de sus oficiales, incurrió en dolo 
al inducir a los apelantes a firmar la hipoteca y el pagaré 

en controversia.  
 

Por su parte, el 15 de julio de 2024, compareció Firstbank 

mediante Oposición a Apelación.  

Con el beneficio de la comparecencia de las partes procedemos 

a resolver.  

II 

Sentencia Sumaria  

La sentencia sumaria es un mecanismo procesal disponible 

en nuestro ordenamiento que nos permite resolver controversias sin 

que se requiera llegar a la etapa de juicio.1 Segarra Rivera v. Int’l 

Shipping et al., 208 DPR 964 (2022); Serrano Picón v. Multinational 

Life Ins., 212 DPR 981 (2023); González Meléndez v. Mun. San Juan 

et al., 212 DPR 601 (2023); Birriel Colón v. Econo y Otros, 2023 TSPR 

120, 213 DPR ___ (2023) Delgado Adorno v. Foot Locker Retail, 208 

DPR 622 (2022). La sentencia sumaria está regida por la Regla 36 

de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R. 36, la cual 

 
1 Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 213 (2010); SLG Fernández-Bernal v. 
RAD-MAN et al., 208 DPR 310 (2021); Rosado Reyes v. Global Healthcare, 205 DPR 

796, 808 (2020).   
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desglosa los requisitos específicos con los que debe cumplir esta 

norma procesal. Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation, 194 DPR 209, 

224 (2015).   

Ante la ausencia de una controversia sustancial y real sobre 

hechos materiales, sólo resta aplicar el derecho pertinente a la 

controversia.  Serrano Picón v. Multinational Life Ins., supra, pág. 

992.  Cuando se habla de hechos materiales, nos referimos a 

aquellos que pueden determinar el resultado de la reclamación, de 

conformidad con el derecho sustantivo aplicable.  Así pues, el 

propósito de la sentencia sumaria es facilitar la pronta, justa y 

económica solución de los casos que no presenten controversias 

genuinas de hechos materiales.2  Alicea Pérez v. Coop. Seg. Múlt. et 

al., 210 DPR 71 (2022).  Procede dictar sentencia sumaria si de las 

alegaciones, deposiciones y admisiones ofrecidas, en unión a las 

declaraciones juradas y alguna otra evidencia admisible, se acredita 

la inexistencia de una controversia real y sustancial respecto a algún 

hecho esencial y material y, además, si procede en derecho. SLG 

Fernández-Bernal v. RAD-MAN, supra, pág. 13.  De la prueba 

adjunta a la solicitud de sentencia sumaria, deberá surgir 

preponderadamente la inexistencia de controversia sobre los hechos 

medulares del caso. Birriel Colón v. Econo y Otros, supra.  

Cónsono con esto, en el pasado el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico ha afirmado que -utilizado ponderadamente- el mecanismo de 

sentencia sumaria es un vehículo idóneo para descongestionar los 

calendarios de los tribunales y evitar el derroche de dinero y tiempo 

que implica la celebración de un juicio en su fondo. Véase Carpets 

& Rugs v. Tropical Reps., 175 DPR 615 (2009); Padín v. Rossi, 100 

DPR 259 (1971); Pérez Vargas v. Office Depot, 203 DPR 687 (2019). 

 
2 Velázquez Ortiz v. Mun. de Humacao, 197 DPR 656, 662-663 (2017); SLG 
Fernández-Bernal v. RAD-MAN, supra, pág. 13; Roldán Flores v. M. Cuebas, Inc., 
199 DPR 664, 676 (2018). 
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La Regla 36.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, detalla 

el procedimiento que deben seguir las partes al momento de solicitar 

que se dicte una sentencia sumaria a su favor. A esos efectos, 

establece que una solicitud al amparo de ésta deberá incluir: (1) una 

exposición breve de las alegaciones de las partes; (2) los asuntos 

litigiosos o en controversia; (3) la causa de acción, reclamación o 

parte respecto a la cual es solicitada la sentencia sumaria; (4) una 

relación concisa, organizada y en párrafos enumerados de todos los 

hechos esenciales y pertinentes sobre los cuales no hay controversia 

sustancial, con indicación de los párrafos o las páginas de las 

declaraciones juradas u otra prueba admisible en evidencia donde 

se establecen estos hechos, así como de cualquier otro documento 

admisible en evidencia que se encuentre en el expediente del 

tribunal; (5) las razones por las cuales debe ser dictada la sentencia, 

argumentando el derecho aplicable, y (6) el remedio que debe ser 

concedido. 32 LPRA Ap. V. R. 36.3. Rodríguez García v. UCA, 200 

DPR 929, 940 (2018); SLG Fernández-Bernal v. RAD-MAN, supra, 

pág. 14. 

Cumplidos estos requisitos, el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico expresó además en Pérez Vargas v. Office Depot, supra, pág. 

699, que el inciso (e) de la Regla 36.3 establece lo siguiente:   

La sentencia solicitada será dictada inmediatamente si 

las alegaciones, deposiciones, contestaciones a 
interrogatorios y admisiones ofrecidas, en unión a las 

declaraciones juradas si las hay, u otra evidencia 
demuestran que no hay controversia real sustancial en 
cuanto a algún hecho esencial y pertinente y que, como 

cuestión de derecho, el tribunal debe dictar sentencia 
sumaria a favor de la parte promovente. El tribunal 
podrá dictar sentencia sumaria de naturaleza 

interlocutoria para resolver cualquier controversia entre 
cualesquiera partes que sea separable de las 

controversias restantes. Dicha sentencia podrá dictarse 
a favor o contra cualquier parte en el pleito. Si la parte 
contraria no presenta la contestación a la sentencia 

sumaria en el término provisto en esta regla, se 
entenderá que la moción de sentencia sumaria queda 
sometida para la consideración del tribunal. 32 LPRA 

Ap. V, R. 36.3 (e).  
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La sentencia sumaria no procederá en las instancias que: 1) 

existan hechos materiales y esenciales controvertidos; 2) haya 

alegaciones afirmativas en la demanda que no han sido refutadas; 

3) surja de los propios documentos que se acompañan con la moción 

una controversia real sobre algún hecho material y esencial; o 4) 

como cuestión de derecho, no proceda.  SLG Fernández-Bernal v. 

RAD-MAN, supra, pág. 14; Serrano Picón v. Multinational Life Ins., 

supra, pág. 992.  

En armonía con la normativa reseñada, nuestra Máxima 

Curia ha expresado que, el oponente debe controvertir la prueba 

presentada con evidencia sustancial y no puede simplemente 

descansar en sus alegaciones Birriel Colón v. Econo y Otros, supra; 

Ramos Pérez v. Univisión, supra, págs. 215-216.  Las meras 

afirmaciones no bastan. Íd.  “Como regla general, para derrotar una 

solicitud de sentencia sumaria la parte opositora debe presentar 

contradeclaraciones juradas y contradocumentos que pongan en 

controversia los hechos presentados por el promovente”. Ramos 

Pérez v. Univisión, supra, pág. 215. (Cita omitida). Roldán Flores v. 

M. Cuebas, Inc., supra, pág. 677.  Además, se le exige a la parte que 

se oponga ciertas exigencias adicionales.  Primeramente, deberá 

presentar una relación concisa y organizada de los hechos 

esenciales y pertinentes que, a su juicio, estén en controversia, 

citando específicamente los párrafos según fueron enumerados por 

el promovente de la moción.  SLG Fernández-Bernal v. RAD-MAN, 

supra, pág. 15. También, deberá enumerar los hechos que no estén 

en controversia, con indicación de los párrafos o páginas de las 

declaraciones juradas u otra prueba admisible donde se establezcan 

estos.  Íd.  En adición, deberá esbozar las razones por las cuales no 

se debe dictar sentencia sumaria, argumentando el derecho 

aplicable. Íd.  
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Si el oponente no controvierte los hechos propuestos de la 

forma en la que lo exige la Regla 36.3 de Procedimiento Civil, supra, 

se podrán considerar como admitidos y se dictará la Sentencia 

Sumaria en su contra, si procede. Roldán Flores v. M. Cuebas, Inc., 

supra, pág. 677. 

Respecto a la revisión de las sentencias sumarias, el foro 

apelativo deberá utilizar los mismos criterios que el Tribunal de 

Primera Instancia. Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 193 DPR 

100, 114 (2015); González Meléndez v. Mun. San Juan, supra.  

Nuestro Máximo Foro ha sido claro en que, [l]os tribunales 

apelativos estamos limitados a: (1) considerar los documentos que 

se presentaron ante el foro de primera instancia; (2) determinar si 

existe o no alguna controversia genuina de hechos materiales y 

esenciales, y (3) comprobar si el derecho se aplicó de forma correcta. 

Birriel Colón v. Econo y Otros, supra.  De acuerdo a lo anterior, el 

foro apelativo está obligado a examinar de novo la totalidad de los 

documentos incluidos en el expediente de la forma más favorable al 

promovido. Íd.  Serrano Picón v. Multinational Life Ins., supra, pág. 

993; Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 116. 

 Expuesta la normativa jurídica que enmarca la controversia 

de epígrafe, procedemos a aplicarla a los hechos.  

III 

 En su único señalamiento de error, la parte apelante sostiene 

que, la primera instancia judicial incidió al emitir sentencia sumaria 

y al no considerar que Firstbank, mediante sus oficiales, incurrió en 

dolo al inducirle a firmar la hipoteca y el pagaré en controversia.  

 Adelantamos que, no le asiste la razón. Veamos.  

En el ejercicio de nuestra función revisora nos corresponde: 

1) examinar de novo el expediente y aplicar los criterios que la Regla 

36 de Procedimiento Civil, supra, y la jurisprudencia le exigen al foro 

primario; 2) revisar que tanto la moción de sentencia sumaria como 
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su oposición cumplan con los requisitos de forma codificados en la 

referida Regla 36, supra; 3) revisar si en realidad existen hechos 

materiales en controversia y, de haberlos, cumplir con la exigencia 

de la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, de exponer 

concretamente cuáles hechos materiales encontró que están en 

controversia y cuáles están incontrovertidos; 4) y de encontrar que 

los hechos materiales realmente están incontrovertidos, debe 

proceder a revisar de novo si el Tribunal de Primera Instancia aplicó 

correctamente el Derecho a la controversia3.  

 De un ponderado análisis del expediente ante nuestra 

consideración, surge que, tanto la parte apelante como la parte 

apelada, en sus respectivas mociones de sentencia sumaria y sus 

oposiciones, cumplieron sustancialmente con las formalidades 

dispuestas por la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra.   

En cumplimiento con la normativa vigente sobre la sentencia 

sumaria, evaluamos de novo las determinaciones de hechos 

esbozadas por el Tribunal de Primera Instancia y las acogemos por 

no encontrarse en controversia.   

Según reseñáramos, el 14 de enero de 2010, la parte apelante 

suscribió un pagaré a favor de Firstbank.  Por medio del aludido 

pagaré, la parte apelante se comprometió al pago de la suma 

principal de $375,000.00 a favor Firstbank, con intereses al 5 3/4% 

anual, más el pago de una suma de 10% de la obligación principal 

($37,500.00) por concepto de costas, gastos y honorarios de abogado 

en caso de una reclamación judicial, más una suma equivalente al 

5% de cualquier pago que estuviese en mora por más de quince (15) 

días desde la fecha de su vencimiento.  Así las cosas, para julio de 

2020, la parte apelante cesó el cumplimiento del pago de las 

mensualidades pactadas.  Según surge de los hechos, fue llevado a 

 
3 Roldán Flores v. M. Cuebas, Inc., supra, pág. 679. 
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cabo un proceso de mitigación donde la parte apelante no aceptó las 

alternativas ofrecidas. Consecuentemente, la parte apelada presentó 

la Demanda.  En respuesta, la parte apelante presentó la 

Contestación a Demanda y Reconvención. Luego de varias 

incidencias procesales, innecesarias pormenorizar, el foro primario 

emitió la Sentencia Sumaria Enmendada. En virtud de esta, 

determinó que la parte apelante no levantó las correspondientes 

defensas de forma oportuna, declaró Ha Lugar la Solicitud de 

Sentencia Sumaria y No Ha Lugar la reconvención.  

De un examen al expediente ante nuestra consideración, 

pudimos constatar que, no fue hasta que la parte apelante presentó 

la Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria, que alegó como 

defensa, por primera vez, la existencia de dolo en la contratación.  

Según nuestro Máximo Foro, no podrán incorporarse reclamaciones 

o defensas nuevas a una alegación a través de una oposición a una 

solicitud de sentencia sumaria4. Es decir, conforme a nuestro 

ordenamiento jurídico, la parte apelante estaba imposibilitada de 

presentar defensas nuevas en su oposición a la solicitud de 

sentencia sumaria. Por otro lado, como bien señaló la parte apelada 

en su oposición, nuestra más Alta Curia en el caso de RMCA v. Mayol 

Bianchi, 208 DPR 100 (2021), expresó que de acuerdo a las 

exigencias de la Regla 6.3 de Procedimiento Civil, las defensas 

deberán ser planteadas “en forma clara, expresa y específica al 

responder a una alegación o se tendrán por renunciadas, salvo la 

parte advenga en conocimiento de la existencia de la misma durante 

el descubrimiento de prueba, en cuyo caso deberá hacer la 

enmienda a la alegación pertinente”5. De esta forma, explicó que, 

“las defensas afirmativas sin suficiente especificidad, incoándolas 

 
4 León Torres v. Rivera Lebrón, 204 DPR 20 (2020).  
5 Citando a la Regla 6.3 de Procedimiento Civil, supra. Presidential v. Transcaribe, 

186 DPR 263, 280 (2012). 
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de manera general y sin fundamentos, tiene el efecto de una 

renuncia, lo cual impide que puedan formularse posteriormente o 

sustituirse por una defensa similar”6. Si bien es cierto que, en la 

contestación a demanda, la parte apelante de forma escueta levantó 

la defensa de dolo, esta fue de forma general y no fue lo 

suficientemente específica. Asimismo, según concluyó 

correctamente el foro primario, la parte apelante no presentó prueba 

que sustentara la existencia de actos que pudiesen menoscabar el 

consentimiento en el contrato suscrito entre las partes.  Por ende, 

esta no cumplió con las exigencias antes señaladas en su 

contestación a demanda ni en su reconvención.  

Cabe destacar que, en el caso de epígrafe, quien ostentaba la 

obligación de cumplir con lo pactado mediante el pagaré suscrito era 

la parte apelante, no su patrono, quien había desistido de realizar el 

pago. Ante el incumplimiento de la parte apelante, Firstbank estaba 

en posición de considerar la deuda vencida en su totalidad y a 

proceder con su cobro por medio de la vía judicial.  

Conforme lo anterior, no vemos motivos para variar la decisión 

del foro apelado.  

IV 

Por los fundamentos antes esbozados, se confirma el 

dictamen apelado.  

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
6 RMCA v. Mayol Bianchi, supra, págs. 110-111. 


